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Con el surgimiento de la Carta Política de 1991, el Constituyente facultó a ciertos 
órganos constituidos para que adaptaran el estatuto superior a las necesidades de la 
actualidad. Es así que se encomendó al Congreso de la República la realización de 
enmiendas a través de los actos legislativos, para los cuales se dispuso un 
procedimiento especial, más riguroso que el de las leyes ordinarias. De igual forma, la 
Carta Fundamental  previó un control constitucional  para dichos actos reformatorios, el 
cual sólo estudia los vicios de procedimiento en su formación. De este modo se buscó, 
a través de las normas de trámite, la protección de principios que al materializarse 
garantizan la legitimidad de las reformas así como una mínima estabilidad jurídica de la 
Constitución. 
  
En este artículo se da cuenta de las normas que regulan el proceso de formación del 
acto legislativo, además del estudio que realiza la Corte a fin de determinar si la 
inobservancia de aquellas constituye una irregularidad con la entidad suficiente para 
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producir la declaración de inexequibilidad. En ese sentido, se revisará cómo la Corte 
Constitucional, en su análisis, determina si el yerro indicado en la demanda de 
inconstitucionalidad transgrede los principios que a través de las normas de trámite 
buscó proteger el Constituyente. 
 
Finalmente, en gracia de discusión, se plantea la divergencia interpretativa que hay al 
interior de la Corte y de la que son objeto los vicios de procedimiento que tienen origen 
en la etapa de formación de los actos legislativos. Así, además de exponer lo 
argumentado por la mayoría de los magistrados, quienes definen la postura de la Corte 
al momento de revisar los presuntos vicios de procedimiento, vale la pena traer a 
colación los no menos elaborados argumentos plasmados a través de los salvamentos 
y las aclaraciones de voto.   
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With the emergence of the 1991 Constitution, the legislator empowered certain 
constituted bodies to adapt the Political Charter to present needs. Thus, Congress was 
entrusted with making amendments through legislative acts by means of a special 
procedure, more rigorous than that of ordinary laws. The Political Charter equally 
foresaw constitutional control, considering solely the procedural flaws within the 
formation of said amendments. Thus, the intention was that, through procedural 
standards, fundamental principles were protected to guarantee the legitimacy of the 
amendments as well as the legal stability of the Constitution. 
  
This article examines the principles that regulate the formation of the aforementioned 
legislative acts as well as the investigation carried out by the Supreme Court in order to 
determine whether the non-compliance of those acts constitutes an irregularity of said 
entity that is sufficient to declare unconstitutionality. Accordingly, this article reviews 
how the Constitutional Court reviews whether the abovementioned infringement 
represented a violation of the principles that the constitutional legislator sought to 
protect. 
 
Lastly, in the interest of discussion, the interpretative divergence that exists within the 
Supreme Court is established and the procedural defects derived from the stage of 
legislative formation are scrutinized. Thus, in addition to exhibiting the arguments of the 
majority of the magistrate body - which defines the Supreme Court's position when 
reviewing the alleged procedural flaws - it is worth mentioning the equally essential 
arguments expressed through abstentions and annotations of vote. 
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La Constitución Política de Colombia de 1991 trajo consigo grandes cambios; a 
las nuevas instituciones orgánicas y jurídicas -de entre las que se destacan la Corte 
Constitucional y la acción constitucional de tutela- se ha sumado la posibilidad de que 
la Carta superior sea reformada, no sólo a través de un proceso llevado a cabo por el 
Congreso de la República mediante acto legislativo, como lo prescribía la anterior 
Constitución, sino también por medio de una Asamblea Constituyente o por el pueblo 
mediante Referendo. 
 
El aumento en los mecanismos de reforma obedece a que la propia Constitución 
debe dar lugar a unos órganos constituidos para que en ejercicio del poder de 
enmienda adapten la Carta “a las necesidades, a los imperativos, a las inquietudes de 
la sociedad, a las nuevas circunstancias en el aspecto político, en el social, en el 
económico, sin cambiar la esencia del ordenamiento básico (…)” (Hernández, 2005, 
pág. 435). Y es que es natural que con el pasar del tiempo, las normas pierdan su 
vigencia dado que regulan las relaciones humanas, elemento cambiante que demanda 
actualización por parte de las instituciones, con la intención de garantizar la 
convivencia social. 
 
Debe precisarse, sin perjuicio de lo anterior, que la Constitución no obstante 
haber ampliado las posibilidades que se tenían para su reforma, no pretendió ser una 
Carta flexible pues indicó, para cada uno de los procedimientos de reforma, unas 
normas especialísimas en cuanto a su formación; Así, en la sentencia 222 de 1997 la 
Corte Constitucional señala que: 
 
“(…) con independencia del procedimiento que se utilice, lo cierto es que la 
Constitución, al establecer requisitos y trámites más complejos que los previstos para la 
modificación de las leyes, preserva una estabilidad constitucional mínima, que resulta 
incompatible con los cambios improvisados o meramente coyunturales que generan 
constante incertidumbre en la vigencia del ordenamiento básico del Estado”.  
 
Ahora bien, el presente artículo de investigación centra su atención en los actos 
legislativos y tiene por objeto exponer el control de constitucionalidad realizado a estos 
actos reformatorios emanados del Congreso de la República, abordando 
específicamente, lo relacionado con el trámite y refiriendo las razones por las cuales la 
Corte Constitucional los declara inexequibles. En desarrollo de lo anterior, resulta 
necesario dedicar uno de los apartados del presente escrito a las diferentes 
interpretaciones que de los vicios de trámite realizan los magistrados y que se exponen 
en la jurisprudencia del Tribunal Constitucional. 
 
Se excluyen de esta revisión, tanto las sentencias mediante las cuales se 
analizaron las reformas constitucionales introducidas a partir del Acto Legislativo 01 de 
2016, referentes a la Implementación del Acuerdo Final para la terminación del conflicto 
-por tener un trámite especial-, así como las sentencias que abordan el vicio de 
competencia, tesis última que ha sido ampliamente desarrollada y que podrá ser objeto 
de otro artículo de investigación.  
 
Dejando en claro lo anterior, se propone depurar el tema de la siguiente manera: 
1) se establecerá el concepto de vicios de forma desde una perspectiva jurídica y en lo 
que tiene que ver con el proceso de formación de los actos legislativos y las normas 
aplicables a su procedimiento; 2) se abordará el desarrollo jurisprudencial realizado por 
la Corte Constitucional en materia de control de actos legislativos, dando cuenta de lo 
que representa para dicha corporación un vicio de procedimiento y 3) se reseñarán  
algunas posiciones jurisprudenciales sobre vicios formales, acudiendo a 
pronunciamientos en los que se analizaron presuntas violaciones a los principios que 
se protegen a través de las normas de trámite. En este punto se hará hincapié en las 
diferentes interpretaciones que al interior de la Corte Constitucional hay sobre los vicios 
procedimentales.  
 
II. Los actos legislativos y el marco normativo para su trámite. 
 
Los Actos Legislativos son uno de los tres mecanismos de reforma 
constitucional instituidos en la Carta de 1991. Son llevados a cabo por el Congreso de 
la República no en desarrollo de su competencia legislativa sino que, en estos casos, 
tal procedimiento es de índole Constitucional. Esta competencia general se le atribuye 
como constituyente derivado ordinario, diferente a la Asamblea Constituyente que tiene 
un carácter excepcional (Samper, 2013, pág. 145).  
 
La Carta Política introduce a los actos legislativos en su artículo 375, 
estableciendo las líneas generales para su presentación junto con el trámite que estos 
deben surtir ante el Congreso para ser aprobados y más adelante, en el artículo 379 
puntualiza que las reformas constitucionales podrán ser declaradas inexequibles en 
caso de no cumplir con el derrotero previamente instituido. 
 
Para proteger a la Carta Política de un reformismo desenfrenado, se conformó la 
Corte Constitucional y se le dio competencia para revisar los actos reformatorios sólo 
por vicios en su formación, tal como lo establece el artículo 241 superior en su numeral 
primero, cuando estos sean demandados a través de la acción de inconstitucionalidad.  
 
Entonces, el control formal es entendido como “un escrutinio estricto, porque se 
trata de verificar si el acto bajo examen judicial es o no expresión auténtica del poder 
reformatorio. [...] cada control formal exige un examen riguroso de los requisitos que la 
Constitución estipula en términos explícitos” (Herdegen, 2005, pág. 12). A la luz del 
mandato constitucional -art. 241-, la Corte ha delimitado los vicios de formación y los 
define como aquellos que implican “la violación de los requisitos establecidos por la 
propia Carta para la aprobación de dichas reformas” (C. Constitucional, Sentencia C-
551, 2003).  
 
Así, para que un acto legislativo nazca a la vida jurídica debe ser aprobado en 
dos períodos ordinarios y consecutivos 3 y por mayoría absoluta de sus miembros en la 
segunda vuelta. Antes de que se surta la segunda vuelta, el Gobierno debe publicar  en 
el Diario Oficial el texto aprobado en la primera y en la segunda vuelta sólo podrán 
debatirse iniciativas presentadas en la primera. 
 
Desde el articulado superior es evidente que se pretendió una plena observancia 
de las ritualidades para cualquiera de los actos reformatorios de la Constitución, un 
proceso riguroso en el que cualquier detalle formal pasado por alto podría, 
eventualmente, ocasionar la declaración de inconstitucionalidad, esto en aras de 
defender el núcleo normativo constitucional y su mínima estabilidad.  
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 Si bien la Carta Política se dio sus propias pautas en cuanto al procedimiento 
para los actos legislativos, estos enunciados constitucionales no son la única guía para 
la Corte a la hora de analizarlos por vicios en su formación, sino que la ley ha 
desarrollado estos postulados y ha fortalecido el estricto proceso que representa 
introducir enmiendas. Ejemplo de esto es la Ley 5° de 1992 que en su artículo 227 
señala que las disposiciones contenidas en su articulado “referidas al proceso 
legislativo ordinario que no sean incompatibles con las regulaciones constitucionales, 
tendrán en el trámite legislativo constituyente plena aplicación y vigencia”, es decir que 
en los dos cuerpos normativos se han determinado aspectos a tener en cuenta en el 
proceso constitucional llevado a cabo por el Congreso. La aplicación de estos puede 
ser por mandato expreso o por defecto en el caso de no contrariar las normas 
contenidas en el capítulo de reformas constitucionales de la Carta. 
 
Ahora bien, el marco normativo que regula a los actos legislativos no se limita 
exclusivamente a lo planteado en la Constitución y en el reglamento del Congreso. 
Esto queda en evidencia en los múltiples pronunciamientos jurisprudenciales en los 
que la Corte ha hecho un recuento de los requisitos constitucionales y reglamentarios 
que regulan el proceso del acto legislativo y que son tenidos en cuenta para, de 
manera armónica, dar un análisis sistemático y sustentado de sus decisiones de 
constitucionalidad.  
 
Un ejemplo claro es la sentencia C-543 de 1998, donde se establecieron 
taxativamente las exigencias para los actos legislativos. En ella se dijo que: 
 
“Cuando la reforma la realiza el Congreso de la República, el acto legislativo 
correspondiente debe cumplir los requisitos que contemplan la misma Constitución y 
algunas disposiciones de la ley orgánica 5ª de 1992, o Reglamento del Congreso. Las 
exigencias constitucionales son las que se señalan a continuación: 
 
➢ Iniciativa. Los proyectos de Acto Legislativo pueden provenir del Gobierno, de 
los miembros del Congreso en número no inferior a 10, del veinte por ciento de los 
concejales o de los diputados, y de los ciudadanos en un número equivalente al menos 
al cinco por ciento del censo electoral vigente (art. 375 C.P.). 
➢ Publicación en la Gaceta. El proyecto de Acto Legislativo debe publicarse en la 
Gaceta del Congreso antes de darle curso en la Comisión respectiva (art. 157-1 C.P y 
art.144 ley 5/92) 
➢ Informe de ponencia. El acto legislativo deberá tener informe de ponencia en la 
respectiva comisión encargada de tramitarlo, y a él deberá dársele el curso 
correspondiente (art. 160 C.P.) 
➢ Aprobación. El acto legislativo deberá aprobarse en dos períodos ordinarios y 
consecutivos, así: en la primera legislatura por la mayoría de los asistentes y en la 
segunda por la mayoría de los miembros de cada Cámara (art. 375 C.P.)   
➢ Publicación. Aprobado el proyecto en el primer período, el Gobierno deberá 
publicarlo (art. 375 C.P.) 
➢ Debate e iniciativas. En el segundo período sólo pueden debatirse iniciativas 
presentadas en el primero (art. 375 C.P.) 
➢ Términos. Entre el primero y segundo debate deberá mediar un lapso no inferior 
a ocho (8) días, y entre la aprobación del proyecto en una de las Cámaras y la iniciación 
del debate en la otra, deberán transcurrir por lo menos quince días (art. 160 C.P.) 
➢ Modificaciones. Durante el segundo debate cada Cámara podrá introducir al 
proyecto las modificaciones, adiciones y supresiones que juzgue necesarias (art. 160 
C.P.) 
➢ Rechazo de propuestas. En el informe para la Cámara plena en segundo 
debate, el ponente deberá consignar la totalidad de las propuestas que fueron 
consideradas por la comisión y las razones que determinaron su rechazo (art. 160 C.P.) 
➢ Unidad de materia. Los Actos Legislativos también deben cumplir con esta 
exigencia constitucional, en cuyo caso, como ya lo expresó la Corte el "asunto 
predominante del que ellos se ocupan, no es otro que la reforma de determinados 
títulos, capítulos o artículos de la Constitución, o la adición de ella con disposiciones 
que no están incorporadas en la Carta pero que se pretende incluir en su preceptiva" 
(art. 158 C.P.) 
➢ Título. El título del Acto Legislativo deberá corresponder exactamente a su 
contenido, y a su texto precederá esta fórmula: "El Congreso de Colombia, DECRETA:" 
(art. 169 C.P.)” 
 En síntesis, esta hoja de ruta planteada por la Corte Constitucional en 1998 
sigue complementándose a día de hoy y se retoma a través de los múltiples 
pronunciamientos de constitucionalidad que ha emitido el órgano superior respecto de 
los requisitos formales4. Aunque en principio es examinable para determinar la 
exequibilidad o no de un acto legislativo, siempre y cuando la demanda contra el 
mismo se presente en el término constitucional de un año a partir de su promulgación5, 
la Corte no deja de ser enfática en que su trabajo es enunciativo a la hora de reseñar el 
acervo normativo y que para cada caso, si bien hay unas líneas generales a seguir, el 
análisis es particular (C. Constitucional, Sentencia C-1039, 2004). 
 
III. Parámetros jurisprudenciales para realizar el control constitucional de 
los actos legislativos por vicios formales. 
 
Con la Constitución de 1991 se atribuyó el control de constitucionalidad de los 
actos legislativos a la Corte Constitucional; institución encargada de velar por la 
supremacía e integridad del nuevo texto fundamental. A partir de la facultad dada por la 
Carta y en desarrollo de la misma, se encuentran múltiples pronunciamientos respecto 
de los vicios de forma, en atención a las acciones públicas de inconstitucionalidad 
presentadas por los ciudadanos, pero sólo hasta la sentencia C-551 de 2003 -que 
representó un importante cambio jurisprudencial- el órgano judicial centró su atención 
en el sentido y alcance que debía dársele al artículo 241 superior, que lo faculta para 
decidir sobre vicios de procedimiento.  
  
De ese modo, indicó que, pese a que en otros pronunciamientos ya se había 
aludido a los vicios de trámite, su contenido real nunca había sido desarrollado. Precisó 
que no sólo la inobservancia del marco normativo aplicable a las reformas 
constitucionales, en lo que tiene que ver exclusivamente con el trámite, conduce a la 
declaración de inexequibilidad y estableció que la competencia del órgano emisor del 
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acto reformatorio hace parte de los vicios. De ese modo, si la Corte advierte que lo que 
se hizo fue, a través del poder de reforma disfrazar una sustitución de la Constitución, 
esto es, modificar un pilar fundamental de la Carta haciendo de ella una totalmente 
diferente, inexorablemente se verá en la obligación de declarar la inexequibilidad de la 
reforma constitucional.  
 
Lo anterior dio como resultado la distinción de dos especies dentro de los vicios 
procedimentales: de un lado los vicios competenciales y de otro, los referidos al trámite 
como tal. Ahora bien, como fue indicado en el inicio de este artículo, el análisis aquí 
hecho se limitará a los de mero trámite excluyendo el estudio del vicio por 
competencia.  
  
En aras de identificar lo que representa un vicio formal de un acto legislativo, 
específicamente por irregularidades en su formación, de manera preliminar resulta 
necesario indicar que según la jurisprudencia constitucional no toda irregularidad en el 
procedimiento, o dicho de otra forma, no toda contrariedad a los preceptos 
reglamentarios que guían la formación de los actos legislativos llevan ineludiblemente a 
la Corte a declarar la inexequibilidad del acto legislativo demandado.  
 
En desarrollo de lo anterior, debe precisarse que, según la sentencia C-1040 de 
2005,  existen diferencias entre errores irrelevantes, irregularidades reglamentarias y 
vicios de procedimiento: “de manera genérica, constituye una irregularidad, toda 
infracción de las normas que regulan el procedimiento legislativo, al paso que tiene la 
entidad de un vicio de procedimiento aquella irregularidad que puede dar lugar a la 
inexequibilidad del acto” (C. Constitucional, sentencia C-1040, 2005). 
 
Así, para determinar ante cuál de las tres anomalías en el trámite se encuentra 
la Corte, se señalan tres parámetros a examinar, estos son: la mayor o menor entidad 
de la irregularidad, la plausibilidad de la declaración de inexequibilidad a la luz del 
artículo 379 y el saneamiento de la irregularidad.   
 
a. La mayor o menor entidad de la irregularidad: al respecto señala el alto tribunal 
que una irregularidad puede constituirse en un vicio del procedimiento, siempre y 
cuando el grado de la misma afecte de manera directa principios y valores 
constitucionales, o impida la materialización de la plena voluntad democrática del 
órgano reformador, todo esto a la luz de los casos específicos y el contexto en el que 
se dio el surgimiento de la irregularidad (C. Constitucional, sentencia C-1040, 2005).  
 
b. La plausibilidad de la declaración de inexequibilidad a la luz del artículo 379: se 
refiere al límite establecido por el constituyente a la Corte Constitucional, según el cual 
la inexequibilidad sólo puede ser declarada por trasgresión de los parámetros 
establecidos por el Título XIII constitucional y las normas que estén íntimamente 
ligadas a este o que lo desarrollen, sin que sea posible la declaratoria de 
inexequibilidad por inobservancia de las demás normas de trámite, que naturalmente 
no estén enlazadas a aquellos ni tampoco los desarrollan (C. Constitucional, sentencia 
C-1040, 2005).  
 
c. El saneamiento de la irregularidad: en este punto la Corte verifica si de manera 
posterior a la ocurrencia de la irregularidad, ésta fue convalidada por el Congreso de la 
República y si era susceptible de ser saneada (C. Constitucional, sentencia C-1040, 
2005).  
 
De lo anterior es posible concluir que, tras el examen de estos tres parámetros 
por parte de la Corte Constitucional, se tiene que es un error irrelevante el que no tiene 
la fuerza para vulnerar un principio o valor constitucional y, que si bien es una anomalía 
dentro del proceso legislativo, no repercute en la formación de la voluntad democrática 
del Congreso. 
 
La irregularidad reglamentaria es aquella que vulnera los preceptos normativos 
aplicables al proceso de formación del acto legislativo pero que no logra subvertir el 
Título XIII superior ni los requisitos intrínsecamente relacionados a éste.  
 
Finalmente, se está ante un vicio de procedimiento cuando aquella irregularidad 
lacera los principios o valores que el constituyente pretendió proteger con el Título XIII 
de la Constitución.  
 
Todo el análisis efectuado por la Corte Constitucional a los cargos expuestos en 
los líbelos de los demandantes, el cual tiende a determinar la naturaleza de la 
irregularidad ante la que se halla y si aquella tiene la fuerza para provocar la 
inexequibilidad del acto legislativo por un vicio de forma, debe hacerse a la luz del 
principio de instrumentalidad de las formas, como se verá a continuación.    
 
Sostiene la doctrina que se está ante el principio de instrumentalidad de las 
formas cuando un acto procesal se ejecuta contraviniendo algunos preceptos legales 
que prevén expresamente la forma correcta en que este debe ser llevado a cabo, así 
como su invalidez dada la inobservancia u omisión, pero que, por materializarse el fin 
que subyace como razón de ser del acto, no procede la sanción de nulidad (Zolezzi, 
1986, pág. 334).   
 
Ahora bien, la Corte Constitucional, en virtud del mandato establecido por el 
numeral primero del artículo 241 superior, ha desarrollado ciertos principios 
orientadores que han logrado afianzarse en el mundo jurídico y simultáneamente han 
marcado las líneas jurisprudenciales frente a determinados temas.  
 
Uno de esos principios, aplicable tanto al trámite de las leyes como al de los 
actos legislativos es el de instrumentalidad de las formas, el cual orienta a la Corte 
Constitucional a la hora de realizar la interpretación de los supuestos vicios de 
procedimiento en los que se incurrió en el proceso de formación de algunas normas 
demandadas a través de la acción pública de inconstitucionalidad (Quinche Ramírez, 
2014, pág. 109). Para identificar el artículo constitucional que da lugar a la aplicación 
de este principio, resulta útil revisar lo indicado por la Corte Constitucional en la 
sentencia C-579 de 2001, donde sostuvo que: 
 
“El artículo 228 de la Carta establece que en las actuaciones de la administración de 
justicia, prevalecerá el derecho sustancial; de allí se deriva el llamado “principio de 
instrumentalidad de las formas”, en virtud del cual las ritualidades procesales no 
constituyen fines en sí mismas, sino que sirven para la materialización de determinados 
valores sustanciales. Por lo tanto, el juez constitucional, al estudiar el recorrido que ha 
seguido una determinada ley ante el Congreso, debe tener en cuenta que no toda 
irregularidad en dicho trámite conlleva el retiro de dicha norma del ordenamiento 
jurídico, sino solamente aquellas que vayan en desmedro de las finalidades sustantivas 
protegidas por las normas procedimentales violadas”. 
 
De lo anterior es posible señalar dos abstracciones fundamentales: 1) Los 
preceptos normativos de trámite o procedimiento, en el marco del proceso legislativo, 
constituyen meros instrumentos al servicio del Congreso de la República, los cuales 
son utilizados tanto en la creación de leyes como en la de actos legislativos para 
materializar las iniciativas o fines del legislador y, 2) Lo anterior no puede llevar a la 
errónea conclusión de que, por no declararse la inexequibilidad en algunos casos en 
los que las normas de trámite fueron contrariadas, estas fueron un mero capricho del 
constituyente, pues al compilarse de manera detallada el paso a paso de la formación 
de los actos legislativos, se quiso proteger valores superiores de amplio raigambre 
constitucional. 
 
Conforme a lo anterior, la Corte Constitucional, en la sentencia C-737 de 2001, 
plantea el ejemplo del precepto que establece el lapso que debe mediar entre uno y 
otro debate surtido en el Congreso tanto en la creación de leyes como de actos 
legislativos, norma que trasciende, pues con su aparente simpleza se buscó proteger 
valores superiores. Al respecto indica la Corte que aquel postulado: 
 
“(...) no es un capricho del Constituyente sino que pretende evitar la aprobación 
apresurada de normas legales, a fin de que no sólo exista un debate racional y 
reposado sobre los proyectos en las cámaras, sino que incluso sea posible “la eventual 
manifestación de la opinión pública a través de la discusión de los resultados obtenidos 
en la etapa precedente”, tal y como lo señalaron expresamente los delegatarios de la 
Asamblea Constituyente de 1991”. 
 
De lo hasta aquí desarrollado se desprende, que al abordar el estudio de cada 
demanda de inconstitucionalidad contra un acto legislativo, en la que se endilga al 
Congreso una trasgresión a las normas procedimentales, debe la Corte determinar si 
aquel yerro en el trámite realmente afectó algún principio o valor constitucional de 
aquellos que subyacen de los artículos del pluricitado título XIII de la Carta, lo que al 
ser corroborado por la Corte, naturalmente se traducirá en la inexequibilidad del acto 
legislativo por vicio formal. Caso contrario, se estará ante un error irrelevante o ante 
una irregularidad reglamentaria, lo que llevará a la declaratoria de exequibilidad.  
 
Finalmente debe indicarse que lo desarrollado en este acápite es un recuento de 
lo que constituye la postura de la Corte como cuerpo colegiado, en otras palabras, se 
da cuenta de la línea jurisprudencial trazada por el órgano constitucional frente a las 
decisiones de exequibilidad de las enmiendas llevadas a cabo por el Congreso a través 
de acto legislativo. No obstante, en la práctica, no suele llegarse a estas decisiones 
unánimemente, sino que existen diversas formas de interpretación que hacen disentir a 
algunos magistrados de la decisión mayoritaria y que, al considerarse elementos de 
gran relevancia, merecen un acápite en este artículo, desarrollado a continuación.   
 
IV. Las divergencias de la Corte frente a los vicios de procedimiento.  
 
A este punto, debe señalarse que lógicamente las decisiones tomadas por la 
Corte son el resultado del ejercicio democrático precedido por la más detallada 
dinámica de debate, en la que no sólo el criterio personal de cada magistrado forma su 
convicción respecto de determinado tema, sino que en esta tarea aparecen elementos 
exógenos como lo son los conceptos de los intervinientes, los conceptos del ministerio 
público, así como el aporte realizado por quienes participan en las eventuales 
audiencias públicas. 
 
El control de constitucionalidad de los actos legislativos no ha sido un tema fácil 
para la Corte y en la documentación que se ha realizado para la elaboración de este 
artículo, se encontró que no son pocas las sentencias en las que muchos de los 
magistrados salvaron o aclararon su voto por mostrar inconformidad en lo expuesto por 
la mayoría, esto a través de llamativos argumentos. 
 
Resulta paradójico que no se perciba unanimidad en los pronunciamientos de la 
Corte Constitucional al proyectar las sentencias por acción pública de 
inconstitucionalidad contra actos legislativos, pues prima facie, se podría pensar que en 
un tema donde la Corte sólo tiene competencia por vicios de forma, aumentan las 
posibilidades de que haya una uniformidad general en los criterios previos a la toma de 
decisiones. 
 
Esto puede explicarse en que, a criterio de algunos magistrados, la naturaleza 
de la competencia de la Corte en el control constitucional de los actos legislativos -esto 
es la limitación que tiene el alto tribunal, el cual no puede pronunciarse respecto de los 
vicios de fondo de la enmienda propuesta- demanda un examen más riguroso dado 
que la Carta Política de 1991 tiende a la rigidez, rigurosidad que a su criterio no se 
evidenció en algunos casos. 
 
A partir de lo anterior, es pertinente abordar el estudio de la Sentencia C-614 de 
2002 puesto que la documentación realizada permite sostener que, en ella se 
encuentra la divergencia interpretativa de mayor relevancia al interior de la Corte en lo 
que tiene que ver con la naturaleza del control constitucional, como se explicará a 
continuación. También se reseñarán las sentencias C-040 de 2010 y C-1039 de 2004 
en atención a que en ellas los debates versaron sobre principios superiores 
presuntamente transgredidos en el trámite legislativo. 
 
a. Sentencia C- 614 de 2002: de esta sentencia resulta de interés lo concerniente a la 
posición de la Corte respecto de los vicios de forma susceptibles de control. En la 
misma se desarrolla la aclaración de voto del magistrado Jaime Araujo Rentería en la 
que de manera radical expone su inconformidad con el hecho de que la Corte se limite 
a estudiar los cargos aludidos por los demandantes. 
 
 Este criterio del órgano constitucional, como lo advierte el magistrado, tiene su 
origen en la sentencia C-543 de 1998 y cuyo magistrado ponente fue el Doctor Carlos 
Gaviria Díaz. En aquella sentencia la Corte cambió la línea jurisprudencial, iniciada por 
la sentencia C-222 de 1997, en la que se sostenía que el análisis de las demandas 
contra actos legislativos obedecía a una revisión integral por vicios formales y no sólo a 
los cargos expuestos por los demandantes.  
 
Según Araujo Rentería, en la sentencia C-543 de 1998, cambió el rumbo de la línea 
jurisprudencial: 
 
“(...) sin dar ninguna razón lógica ni jurídica para rectificar la jurisprudencia.  Hizo una 
afirmación sin que después se demostrase lo afirmado, contrariando los cánones de la 
lógica y del derecho, pues en estas ciencias toda afirmación requiere la prueba y 
demostración de lo afirmado. En materia de derecho no pueden haber afirmaciones sin 
demostraciones y si el derecho pretende ser ciencia debe, como todas las ciencias, 
demostrar y probar lo que se afirma; en el único terreno donde se pueden hacer 
afirmaciones sin demostraciones es en el terreno de la fe, donde juzga la Corte 
celestial, pero no en el terreno jurídico que es donde debe juzgar la Corte 
Constitucional”. 
 
Lo anterior lo sustenta en la posición de la Corte como guarda y vigía de la 
Constitución, pues a criterio de Araujo Rentería, resulta inconcebible que la Corte, 
advirtiendo la existencia de otros vicios formales, no declare la inexequibilidad del acto 
legislativo por ceñirse únicamente a lo indicado en la demanda, con el agravante del 
reducido término de caducidad para este tipo de acciones. Así manifiesta que:  
 
“La tesis de la mayoría es absurda, como paso a demostrarlo con un ejemplo: Si un 
ciudadano demanda un acto legislativo por el vicio de procedimiento en su formación, 
según el cual no se tramitó en dos períodos ordinarios y consecutivos, ya que el 
segundo período era un período extraordinario y la Corte al examinar este cargo 
establece que no prospera, pero descubre que el proyecto no tuvo los ocho debates 
sino que tuvo sólo seis debates, o que no fue aprobada en el segundo período con el 
voto de la mayoría de los miembros de cada Cámara; no podría con la tesis de la Corte, 
declarar la inconstitucionalidad del acto legislativo.  Si a esto se agrega que por 
mandato del numeral 3 del artículo 242 de la Constitución, las acciones por vicios de 
forma caducan en el término de un año, y si ningún otro ciudadano demanda el acto 
legislativo o lo demanda pero no por los vicios que la Corte descubrió que eran 
inconstitucionales, la consecuencia es que el acto legislativo inconstitucional, después 
del año se convertirá en constitucional, y lo más grave es que la Corte sabiendo que un 
acto legislativo es inconstitucional, no lo declara así e incumple su deber de 
salvaguardar la integridad de la Constitución” (C. Constitucional, Sentencia C-614, 
2002). 
 
Lo expresado por el magistrado Araujo Rentería resalta las dos corrientes 
interpretativas de la competencia de la Corte frente al alcance del análisis por ella 
realizado. La primera sostiene que la Corte debe realizar un análisis integral del acto 
legislativo demandado, luego, en caso de encontrar vicios no indicados en la demanda 
aun así procederá su examen, mientras que la segunda limita a la Corte al estudio de 
los cargos aludidos por los demandantes. 
 
Por lo anterior, este desacuerdo hermenéutico es de gran trascendencia ya que 
a partir de la interpretación defendida por la Corte, queda en entredicho el papel que 
esta juega como guarda constitucional al abrir paso a situaciones que puedan constituir 
un vicio de procedimiento y que por no ser advertidas por los ciudadanos, permiten que 
reformas claramente inconstitucionales pasen a integrar la carta fundamental. 
 
b.  Sentencia C-040 de 2010: en esta sentencia se declaró la inexequibilidad del acto 
legislativo 01 de 2009, según la Corte, por vulnerar los principios de consecutividad e 
identidad relativa, pues en dos de los ocho debates surtidos en el Congreso no hubo 
deliberación de las propuestas del acto legislativo.  
 
Tal decisión fue disentida por los magistrados Mauricio González Cuervo y 
Humberto Antonio Sierra Porto, cuyos argumentos coinciden en manifestar que el 
consenso político de ninguna manera puede ser causal de inexequibilidad. 
Específicamente el magistrado Mauricio González Cuervo manifiesta:   
 
“La tesis de la Corte, según la cual todo asunto debe ser materia de una deliberación 
dialéctica expresa entre los congresistas, equivale a considerar que el consenso político 
es inconstitucional. Es perfectamente posible, y muy frecuente en la práctica 
congresional,  avalada por la Corte, que una disposición, o incluso el texto íntegro de un 
proyecto de ley, cuente con el apoyo de todas las fuerzas políticas con presencia en el 
Congreso, y por lo tanto, del acto de apertura del debate no se siga deliberación alguna, 
sino su rápido cierre y la votación ordinaria, regulada en el artículo 129 de la Ley 5ª  de 
1992. La exigencia jurisprudencial que se desprende del presente fallo, obligará al 
Congreso a simular disensos donde no los hay, y a hacer de todas las sesiones una 
especie de montaje teatral donde se representa una discusión y una diversidad de 
opiniones sobre los proyectos o las proposiciones, cuando en realidad existe 
unanimidad respecto de ellos, lo cual no está prohibido por las normas constitucionales 
que regulan el proceso legislativo o de reforma constitucional” (C. Constitucional, 
Sentencia C-040, 2010). 
 
c. Sentencia C-1039 de 2004: aquí la acción pública de inconstitucionalidad le 
presentó a la Corte un presunto vicio de procedimiento por violación del principio de 
publicidad, toda vez que en la ponencia del segundo debate de la primera vuelta en el 
Senado no fueron incluidas todas las propuestas debatidas y rechazadas en el primer 
debate de la Comisión Primera del Senado. La Corte advirtió, al revisar la situación 
fáctica, la convalidación de aquel yerro con la adición que realizó el senador Darío 
Martínez Betancourt.  
 
Para los magistrados Clara Inés Vargas Hernández, Alfredo Beltrán Sierra y 
Jaime Córdoba Triviño, la Corte fue laxa al hacer el estudio de constitucionalidad, lo 
que se tradujo en la declaración de exequibilidad del acto legislativo N° 03 de 2002. 
 
 En ese sentido, fueron claros en indicar que, la no inclusión de todas las 
propuestas debatidas y rechazadas en la comisión primera del senado, en el informe 
de ponencia para segundo debate en la plenaria de esta misma corporación, vulnera 
claramente el principio de publicidad que busca garantizar la participación activa de 
todos los legisladores a partir de la documentación y conocimiento del tema objeto de 
discusión (C. Constitucional, Sentencia C-1039, 2004).  
 
 Como se desprende del análisis contenido en este segmento, es evidente que la 
inconstitucionalidad de los actos legislativos ha sido un tema neurálgico para la Corte 




Si bien en la actualidad, el grueso del debate de inconstitucionalidad de los 
actos legislativos gira en torno a la sustitución de la Constitución, los requisitos de mero 
trámite consagrados en la Constitución así como en la Ley no son menos importantes y 
deben ser plenamente observados. 
 
Del análisis de la jurisprudencia constitucional resulta evidente que la revisión 
por vicios de trámite que ejerce la Corte se realiza a la luz de los principios que la 
misma ha desarrollado en aras de defender la Constitución; de lo que desprende que, 
la inobservancia de una de las normas de trámite, no se traduce ipso facto en la 
inexequibilidad del acto legislativo.   
 
Debe la Corte determinar si a la luz de los principios desarrollados por la 
jurisprudencia constitucional, especialmente del de instrumentalidad de las formas, el 
yerro indicado en la demanda de inconstitucionalidad realmente sacrificó principios o 
valores constitucionales protegidos a través del Título XIII del Estatuto Superior. 
 
Las normas de mero trámite salvaguardan valores constitucionales, lo que 
produce radicales posiciones frente a su interpretación y prueba de ello son los 
desarrollados argumentos plasmados en los salvamentos y aclaraciones de voto de los 
magistrados. 
 
Resulta peligrosa aquella interpretación realizada por la Corte, según la cual, su 
competencia se limita al análisis de los cargos desarrollados por los demandantes, 
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